
Antonio Cánovas del Castillo (1828-1897) pertenece 
a una generación que entendió su tiempo como 
una época de problemas políticos encadenados, no 
como una simple sucesión de acontecimientos. Esa 
percepción es común a varios de sus contemporáneos 
-Martínez de la Rosa, Donoso Cortés, Castelar o Pi y 
Margall-, todos ellos marcados por la conciencia de 
vivir en un momento de transformación profunda, 
en el que las viejas estructuras del Antiguo Régimen 
habían sido quebradas sin que las nuevas formas 
liberales hubieran logrado asentarse con estabilidad. 
En ese contexto, la política dejaba de ser mera 
administración de lo existente para convertirse en 
reflexión sobre los fundamentos mismos del orden.

La trayectoria de Cánovas puede dividirse en dos 
grandes etapas. La primera corresponde al Cánovas 

joven, entre 1854 y 1866, inmerso en la vida política 
del reinado de Isabel II y en el juego entre moderados, 
progresistas y Unión Liberal. La segunda es la del 
Cánovas maduro, entre 1868 y 1895, cuando afronta 
la crisis del régimen isabelino, la revolución de 1868, 
el experimento de Amadeo I, la Primera República 
y la Restauración. En ambos momentos se advierte 
la huella de Jovellanos y de los moderados puritanos 
-Joaquín Francisco Pacheco, Ríos Rosas, Andrés 
Borrego-, así como la influencia de Burke, Constant y 
Guizot. Cánovas, como buen conservador, entiende 
la historia como una escuela de prudencia: no como 
simple memoria del pasado, sino como repertorio de 
advertencias frente a la improvisación revolucionaria 
y como guía para encajar las exigencias de la libertad 
en una estructura monárquica histórica.
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Sobre esa base, este texto se centra en explicar cómo 
Cánovas abordó cinco problemas políticos de su 
tiempo. De hecho, una de sus obras principales se 
tituló precisamente Problemas contemporáneos (3 
tomos, 1884-1890). Esos cinco problemas se refieren a 
cómo abordar y encajar la monarquía en la época del 
liberalismo y la democracia; en cuáles debían ser las 
características de la élite política para el funcionamiento 
estable de un gobierno representativo; al sistema 
de partidos más eficaz para asegurar la estabilidad 
institucional y la paz social; a cómo introducir al 
pueblo en la vida política liberal, conociendo que 
era mayoritariamente analfabeto y que se movía por 
emociones y supersticiones; y quinto, cómo gestionar 
la demagogia de los extremos políticos, en concreto, la 
demagogia blanca del tradicionalismo, y la demagogia 
roja del republicanismo federal y el socialismo. Esa 
secuencia no es arbitraria, sino que resume el núcleo 
de la reflexión canovista y explica el sentido profundo 
de la Constitución de 1876.
 

Primer problema: qué hacer con la 
monarquía

El primer gran problema era el de la monarquía. 
La cuestión consistía en conservar una institución 
histórica y definir qué papel podía desempeñar 
la Corona en una época en la que el liberalismo, 
la representación parlamentaria y, más tarde, la 
democracia habían alterado de manera decisiva la 
arquitectura del poder. La monarquía ya no debía ser 
entendida como en el Antiguo Régimen, pero tampoco 
podía disolverse en una soberanía nacional abstracta, 
porque eso conduciría a un conflicto permanente entre 
el poder real y la legalidad política. El problema de 
fondo era cómo hacer compatible la monarquía con 
el orden constitucional sin que la Corona quedara 
absorbida por un partido ni enfrentada a la nación 
representada en las Cortes.

La primera dificultad procedía de la Constitución 
de 1812, convertida en mito político y en símbolo 
casi sagrado de la nación liberal. Esa Constitución, 
convertida en mito por el progresismo, generó desde 
muy pronto un choque con el rey y con la propia idea 
de la monarquía constitucional. La tensión entre la 
Corona y ese texto sacralizado desembocó en el golpe 

de 1836, provocando la mala relación entre María 
Cristina y los progresistas, y finalmente los problemas 
que hubo en la regencia de Espartero para respetar 
la autoridad. En el fondo, lo que aparecía aquí era la 
dificultad de conciliar una monarquía histórica con 
una Constitución interpretada como expresión de 
la voluntad nacional. Para Cánovas, esa oposición 
no podía resolverse desde el exclusivismo ni desde 
la simple obediencia de la Corona a un partido, sino 
mediante un contractualismo que estableciera un 
centro convergente y común.

Ese contractualismo implicaba que la monarquía 
debía ser de todos, no de una facción. La Corona 
no debía quedar capturada por un grupo político, 
ni tampoco ser concebida como una mera pieza 
decorativa sin capacidad de arbitraje. La monarquía 
necesitaba una base común que la situara por encima 
de las querellas partidistas, pero sin sacarla del 
marco constitucional. No se trataba de restaurar una 
soberanía regia absoluta, sino de insertar la Corona en 
un orden histórico y representativo que reconociera su 
función moderadora.

La experiencia del reinado de Isabel II confirmó, 
a ojos de Cánovas, los efectos perniciosos de una 
monarquía convertida en instrumento de partido. 
La identificación entre Corona y facción destruyó 
la posibilidad de una política estable. La lógica del 
sistema isabelino consistía en impedir o boicotear 
el gobierno del adversario y en ganar la voluntad de 
la reina para inclinar a su favor la balanza del poder. 
Todo ello hacía recaer sobre la decisión regia una 
responsabilidad excesiva, pero esa responsabilidad 
no surgía de una arbitrariedad pura, sino de dos 
males concatenados: el enfrentamiento irresponsable 
entre los partidos y el filibusterismo parlamentario. 
Cuando los partidos no aceptaban la legitimidad del 
adversario y el Parlamento se usaba como instrumento 
de bloqueo, la Corona terminaba convertida en árbitro 
obligado de conflictos que no había generado.

A ese desequilibrio se sumaban los pronunciamientos 
militares y la politización de la corte. La Corona dejaba 
de ser el punto de estabilidad del sistema y pasaba a 
ser un foco de maniobra, presión y disputa. Las élites 
políticas, incapaces de comportarse con lealtad y 
legalidad, fallaban en su función de sostener el orden 
constitucional. La consecuencia era la inestabilidad 
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que acababa abriendo el camino a la revolución. De ahí 
que Cánovas viera en el reinado de Isabel II la prueba 
de que la monarquía necesitaba otra base doctrinal y 
otra práctica política para sobrevivir a la vida política 
liberal.

La llegada de Amadeo I planteó una variante todavía 
más compleja del problema. Aquí la monarquía ya no 
era hereditaria y tradicional, sino electiva, dependiente 
directamente de las Cortes. Esa circunstancia obligaba 
a preguntarse qué tipo de rey necesitaba el régimen 
constitucional. Los progresistas tendían a concebirlo 
como una figura decorativa, destinada únicamente a 
sancionar la voluntad de las Cortes. Los conservadores, 
en cambio, aspiraban a que el rey fuera un baluarte 
del régimen constitucional, alguien que pudiera 
proteger el sistema incluso frente a unas Cortes que, 
en determinadas circunstancias, pudieran sobrepasar 
sus límites. La cuestión afectaba al equilibrio entre la 
representación y la Corona, entre la soberanía ejercida 
y la función moderadora del rey.

El drama político-jurídico aparecía con claridad en 
una pregunta decisiva: ¿qué ocurría si el rey firmaba 
algo que vulneraba la Constitución? La cuestión era 
reveladora de la fragilidad del sistema cuando no existía 
un acuerdo claro sobre la función monárquica. ¿Si el 

rey era solo un notario de la voluntad parlamentaria, 
qué sucedía cuando esa voluntad entraba en conflicto 
con las decisiones de las Cortes? Si, por el contrario, el 
rey conservaba una capacidad propia de protección del 
sistema, ¿cómo evitar que esa función se confundiera 
con un poder arbitrario? Cánovas intentó resolver esa 
tensión mediante una concepción equilibrada de 
la monarquía constitucional, en la que la Corona 
no gobernaba por encima de la ley, pero tampoco 
quedaba reducida a un símbolo vacío.

De ahí derivó la formulación canovista de la 
monarquía constitucional como contractualismo. La 
Constitución era el contrato entre la monarquía y 
la nación, y ese contrato fijaba un marco estable de 
actuación recíproca. El Rey y las Cortes conformaban 
la “Constitución histórica” o “interna”, que permitía 
una Constitución escrita, contractual, para la 
convivencia en libertad y orden. Esto permitía 
encajar la monarquía con el parlamentarismo: el rey 
seguía siendo una pieza esencial del sistema, pero ya 
no actuaba en conflicto con la nación representada, 
sino dentro de una legalidad compartida.

La clave estaba en evitar el enfrentamiento entre la 
Corona y las Cortes. Por eso el sistema que empezó 
a configurarse en la Restauración descansaba en una 

Imagen: Jura de la Constitución por María Cristina de Habsurgo. (Francisco Jover, Joaquín Sorolla)
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práctica concreta: el político elegido para gobernar 
convocaba elecciones para obtener una mayoría 
parlamentaria suficiente. El gobierno caía, a su vez, por 
una desavenencia con la Corona o por una derrota en 
las Cortes. Se trataba de una soberanía compartida, 
en la que la prerrogativa regia conservaba un 
papel moderador, pero dentro de un marco de 
responsabilidad política.

Con Alfonso XII, esta idea alcanzó una formulación 
más precisa mediante la doctrina de la Constitución 
interna. Rey y Cortes eran poderes constituidos, 
situados al mismo nivel, y su relación se basaba en la 
confianza mutua. La soberanía pertenecía de derecho 
a la nación, pero históricamente esa nación había 
querido que su voluntad se ejerciera de hecho a través 
del Rey y de las Cortes conjuntamente. La monarquía 
hereditaria aparecía entonces como la forma de Estado 
más estable, porque simbolizaba la continuidad frente 
a los cambios de gobierno o de Constitución. En este 
punto, Cánovas enlazaba con una tradición intelectual 
que iba de De Maistre y Burke a Jovellanos, y también 
con Constant y Guizot, para quienes la monarquía 
constitucional cumplía una función moderadora y 
arbitral.

Las Cortes ocupaban aquí un lugar esencial como una 
institución con la misma raigambre que la monarquía, 
y reflejo de la opinión del país. Por eso Cánovas 
podía presentar la relación entre Rey y Cortes como 
expresión histórica de la nación. La monarquía no 
se oponía a la nación: la encarnaba históricamente 
junto con las Cortes. Esa era la solución que intentaba 
dar al primer problema, y también la condición de 
posibilidad de todos los demás.

Segundo problema: qué hacer con la 
élite política

El segundo problema era el de la élite política 
gobernante. Para que un régimen representativo 
funcionara no bastaba con que existieran una 
Corona, unas Cortes o un texto constitucional; era 
imprescindible que hubiera una clase dirigente capaz 
de sostener esas instituciones con comportamiento 
regular, sentido del Estado y aceptación de las reglas 
de juego. Cánovas entendía que el problema español 

no residía únicamente en las formas políticas, sino 
en la calidad de quienes las encarnaban. Cuando la 
élite fallaba, todo el edificio se resentía: la monarquía 
se volvía de partido, el Parlamento se degradaba 
en escenario de bloqueo y la Constitución quedaba 
reducida a un instrumento de facción.

Por eso, al pensar en la élite, Cánovas exigía tres 
atributos fundamentales: lealtad, legalidad y 
responsabilidad. La lealtad significaba aceptar el 
sistema en el que se vivía y no pretender destruirlo 
desde dentro cada vez que el adversario accedía al 
poder. La legalidad implicaba actuar dentro de la 
Constitución y no convertir la política en una sucesión 
de presiones extralegales, pronunciamientos o 
maniobras de fuerza. La responsabilidad, por su parte, 
suponía reconocer que el adversario político también 
tenía derecho a gobernar, y que la oposición no era 
una forma de negación absoluta del otro, sino un 
elemento constitutivo del régimen representativo. Sin 
esa aceptación del adversario, la política se convertía 
en guerra civil latente.

En la tradición que Cánovas valoraba, los puritanos 
encarnaban precisamente esa aspiración a una élite 
política seria y constitucional. Ríos Rosas, Borrego y 
Joaquín Francisco Pacheco representaban un intento 
de hacer de la política un ejercicio de moderación, de 
legalidad y de disciplina institucional. No se trataba 
de hombres tibios, sino de hombres que comprendían 
que el orden liberal solo podía sobrevivir si las élites 
renunciaban a la tentación de la exclusividad y del 
triunfo total. Cánovas veía en ellos un precedente 
valioso porque no confundían la firmeza con la 
violencia ni la oposición con la deslegitimación 
absoluta del sistema.

La cuestión de la responsabilidad era especialmente 
importante. En la política española del siglo XIX, el 
adversario solía ser tratado como enemigo, no como 
competidor legítimo. Eso explicaba que cada grupo 
aspirara a monopolizar la nación y a presentarse 
como su único intérprete válido. El progresismo, 
por ejemplo, se consideraba en muchos momentos 
portavoz único y autorizado de la nación indivisible; 
después esa misma actitud pasaba al republicanismo. 
Frente a ese exclusivismo, Cánovas proponía una 
cultura política en la que el gobierno y la oposición 
fueran funciones alternantes de una misma 
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comunidad constitucional. La responsabilidad 
consistía justamente en aceptar esa alternancia sin 
intentar destruirla.

La élite política debía ser también moderada en las 
formas y en el fondo. Cánovas no pensaba solo en una 
moderación retórica, ni en un mero tono sobrio de 
discurso; se refería a una disposición de ánimo y a una 
conducta pública que evitara el recurso constante a la 
exacerbación. En un país como la España del siglo XIX, 
donde los gestos, las palabras y las decisiones políticas 
tendían fácilmente a radicalizarse, la moderación era 
una condición de posibilidad del orden constitucional. 
Una élite moderada sabía que el poder no se conservaba 
mediante la provocación continua, sino mediante la 
aceptación de límites.

A esa moderación se añadía la necesidad de 
organización. La élite política no podía reducirse a 
una suma de notables dispersos, vinculados solo por 
afinidades personales o por lealtades circunstanciales. 
Debía tender a la organización de partidos, porque el 
partido era el instrumento que permitía estructurar 
el gobierno representativo. Aquí aparecía uno de 
los elementos más importantes del razonamiento 
canovista: el partido no era un enemigo del orden, 
sino su mecanismo de funcionamiento cuando se 
comprendía correctamente su papel. En vez de 
combatir la existencia de partidos, había que 
disciplinarlos y orientarlos hacia la estabilidad. 

Solo así podían cumplir su función de integrar 
el conflicto político en un marco de continuidad 
institucional.

Los puritanos, de nuevo, aparecían como una 
referencia esencial porque representaban un esfuerzo 
temprano por dotar a la política de una mínima 
estructura orgánica. La Unión Liberal constituía otro 
intento en la misma dirección. Y, en el horizonte 
de Cánovas, el bipartidismo y el turno aparecían 
como fórmulas superiores a la fragmentación o al 
exclusivismo. No se trataba de idealizar el turno como 
si fuera una solución milagrosa, sino de entenderlo 
como un mecanismo práctico para evitar que la 
política derivara continuamente hacia la ruptura.

Sin embargo, esa organización solo funcionaba si 
la élite compartía una cultura de aceptación mutua. 
El problema español, desde la óptica de Cánovas, 
era que la élite muchas veces no quería compartir 
el poder, sino concentrarlo. Por eso abundaban el 
retraimiento, el boicot, la presión sobre la Corona y 
los pronunciamientos. La élite no actuaba como clase 
dirigente de un régimen constitucional, sino como 
facción en lucha por la hegemonía. Esa actitud rompía 
la posibilidad misma de un sistema de partidos estable, 
porque convertía cada derrota en una catástrofe y cada 
victoria en una ocasión para excluir al adversario.

La responsabilidad política, en cambio, exigía 

Imagen: Seminario con Jorge Vilches (Barcelona, 15 de mayo de 2026)



justamente lo contrario: asumir que el gobierno 
podía pasar de unas manos a otras sin que por ello 
se destruyera la nación. Cánovas partía de la idea de 
que el régimen representativo necesitaba continuidad, 
y esa continuidad dependía del comportamiento de 
quienes lo dirigían. La élite debía entender que su 
tarea no era redimir al país de una vez por todas, 
sino administrarlo con prudencia. La estabilidad 
constitucional no nacía de un acto fundacional 
único, sino de la repetición de conductas leales y 
legales.

Tercer problema: qué hacer con el 
sistema de partidos

El sistema de partidos era el eslabón técnico que 
permitía convertir la competición política en 
alternancia ordenada. Sin embargo, su formación en 
España se vio retrasada por el dogma de la soberanía 
nacional, que absolutizaba la nación como sujeto único 
e indivisible y dificultaba la aceptación del pluralismo. 
Los partidos eran percibidos además como algo 
extranjerizante, ajeno a la tradición política española. 
En ese clima, el progresismo mantuvo durante mucho 
tiempo la vocación de portavoz único de la nación, y 
esa pretensión de exclusividad fue heredada después 
por el republicanismo. Entre 1834 y 1844, el pluralismo 
encontró resistencias profundas.

La práctica electoral y parlamentaria mostró que 
las reglas de juego del sistema representativo no 
estaban interiorizadas. Las elecciones debían servir 
a la aceptación de un cuerpo electoral delimitado 
y a la transmisión de la finalidad del voto, en la 
línea de la llamada soberanía de la inteligencia. Sin 
embargo, el parlamentarismo muchas veces degeneró 
en filibusterismo: en lugar de ser herramienta de 
deliberación y gobierno, se convirtió en medio de 
bloqueo. Frente a la idea liberal de aceptar el gobierno 
del adversario, prevaleció la práctica del retraimiento 
electoral, la abstención organizada destinada a 
deslegitimar al vencedor, y el uso de pronunciamientos 
para presionar a la Corona.

El exclusivismo fue la tara mayor del sistema previo a 
la Restauración. Si un partido consideraba ilegítimo 
al adversario, las instituciones no podían operar 

como mediaciones pacíficas del conflicto. De ahí 
nacieron revoluciones, golpes y pronunciamientos: 
instrumentos de presión política que se convertían 
en rutina. Cánovas diagnosticó que un sistema de 
partidos solo era eficaz si renunciaba a la idea de 
hegemonía absoluta y aceptaba la competencia 
institucionalizada. En ese marco, el turno entre 
partidos no era un capricho táctico, sino una técnica 
de estabilidad que obligaba a la organización y a la 
disciplina partidaria.

La experiencia ofreció dos ensayos de solución: el 
intento de turno entre la Unión Liberal y el Partido 
Moderado, que no prosperó; y la Restauración en 
torno a la Constitución de 1876, que institucionalizó 
un turnismo pactado. El objetivo canovista no era 
democratizar instantáneamente, sino convertir el 
pluralismo en instrumento de orden: partidos sí, pero 
disciplinados y subordinados a la finalidad mayor de 
la estabilidad.

Cuarto problema: qué hacer con el 
pueblo

El cuarto problema era el del pueblo y su lugar en 
la política liberal. Aquí Cánovas se movía entre la 
crítica al mito del pueblo liberal y la necesidad de 
incorporar al pueblo a la vida pública sin destruir la 
libertad. El liberalismo romántico había construido 
un pueblo idealizado, convertido en elemento central 
de la retórica de oposición. Pero la realidad era otra. 
El pueblo no entendía ni quería las libertades en los 
términos de las minorías ilustradas. Su mentalidad 
seguía siendo, hasta bien entrado el siglo XIX, la del 
Antiguo Régimen: rey y religión.

De ahí la pregunta que atravesaba la reflexión 
canovista: ¿libertad para qué? En una sociedad 
mayoritariamente analfabeta y tradicional, las 
libertades públicas no se adoptaban mecánicamente. 
Existía, por supuesto, una minoría ilustrada que 
consideraba la libertad instrumento de progreso y que 
actuaba en la prensa, la universidad y la vida cultural 
para difundir costumbres públicas liberales. Pero no 
había todavía un tejido de costumbres políticas que 
hiciera del respeto al adversario una práctica social: 
el sistema representativo requería contrapesos que no 
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dependían solo de leyes sino de hábitos ciudadanos.

La revolución de 1848 y su secuela dibujaron el 
dilema: cómo universalizar derechos y participación 
sin sacrificar la libertad. La experiencia del ciclo 
revolución–reacción mostró que el desorden conducía 
a la demanda de un poder protector. La Constitución 
de 1869 ejemplificó las dificultades: proclamaba 
derechos y el sufragio en sentido amplio, pero no 
articulaba un Estado fuerte capaz de asegurar el 
imperio de la ley y, al mismo tiempo, no renunciaba a 
fórmulas que sacralizaban el derecho a la insurrección. 
Frente a ese horizonte, Cánovas sostenía la necesidad 
de enseñar costumbres públicas liberales: la política 
debía ser aprendida como práctica institucional, no 
como recurso de fuerza.

De ese modo, la élite tenía un papel pedagógico: debía 
no solo gobernar, sino modelar comportamientos 
civiles. Enseñar al pueblo que la oposición no era 
violencia, que la alternancia formaba parte de la 
convivencia y que las instituciones eran cauces 
legítimos de cambio era una condición para que 
la libertad pudiera consolidarse sin degenerar en 
anarquía. De lo contrario, la revolución, una vez 
sacralizada, se hacía muy difícil de domesticar y solo 
podía reprimirse mediante regímenes autoritarios.

Quinto problema: qué hacer con la 
demagogia blanca y roja

El quinto problema era el de la demagogia blanca y 
roja, es decir, el de los antisistema. Cánovas abordó 
primero la integración de los demagogos blancos, 
aunque ni la guerra civil carlista ni el neocatolicismo de 
Cándido Nocedal prosperaron en el reinado de Isabel 
II ni bajo Amadeo. La demagogia blanca encarnaba 
un rechazo frontal a la modernidad y al liberalismo, 
alimentado por documentos como la Quanta Cura y 
el Syllabus Errorum de Pío IX. Frente a ese rechazo, la 
solución acabó siendo la derrota militar y la cesión 
parcial. Así se explicó la supresión de los fueros vascos 
y la propuesta del concierto económico. Aun así, el 
tradicionalismo siguió predominando salvo en las 
ciudades, especialmente en el País Vasco.

En Cataluña, la demagogia adoptó la forma de 

regionalismo. La Renaixença construyó culturalmente 
una comunidad diferenciada, con una historia 
hiperbólica y una lengua particular, y no faltó en 
ella un componente biologicista. El republicanismo, 
por su parte, se configuró como otra forma de hacer 
la revolución en España. Era heredero de las utopías 
políticas del romanticismo europeo y se presentaba 
como una fórmula mágica para resolver todos los 
problemas. Reclamaba sacrificio personal, trabajo 
colectivo y la eliminación de los monárquicos. Con el 
tiempo se convirtió en una religión secular: una fe con 
santos laicos, milagros, ritos, libros sagrados y paraíso 
futuro.

Cánovas comprendía el republicanismo como 
una religión civil, y esa expresión resumía bien su 
preocupación. El problema no era solo su programa 
político, sino su modo de presentarse como fe 
redentora. Cuando esa fe se convertía en programa 
de acción inmediata, terminaba produciendo caos. 
El sufragio universal y los derechos políticos no 
bastaban para integrarla en el sistema si la corriente 
en cuestión no aceptaba el marco constitucional.

La Constitución de 1876

Todo ello desembocó en la Constitución de 1876. 
El proceso arrancó con el Manifiesto de Sandhurst, 
redactado por Cánovas y firmado por Alfonso XII el 
1 de diciembre de 1874. Se suspendieron las garantías 
de la Constitución de 1869 mientras se trabajaba en 
la formación de un pacto que integrara a moderados, 
unionistas y constitucionalistas. Cánovas convocó 
a diputados y senadores de las últimas décadas, se 
creó la Comisión de Bases Constitucionales y una 
subcomisión redactó el proyecto en julio de 1875. 
Desde el principio surgieron dos tensiones: la 
confesionalidad religiosa recogida en el artículo 11 
y la composición del Senado.

La estrategia política se desplegó con cuidado: 
se convocaron elecciones por sufragio universal 
masculino, pero solo para partidos monárquicos, 
excluyendo a carlistas y republicanos; se integraron, 
sin embargo, constitucionalistas como los de Sagasta; 
y se consiguió que las Cortes elegidas en enero de 1876 
respaldaran el proyecto. Durante el debate de marzo a 
junio de 1876 se discutió la naturaleza constituyente 
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de las Cortes, la doctrina de la “constitución interna” 
y los artículos sobre religión y enseñanza. El proyecto 
obtuvo mayoría en el Congreso y fue modulado en 
el Senado, antes de su aprobación el 30 de junio y su 
publicación el 2 de julio de 1876.

La Constitución resultante fue transaccional y 
marcadamente conservadora: mezcló elementos de 
las cartas de 1845 y 1869, pero con predominio del 
espíritu de 1845; consagró una soberanía compartida 
entre Rey y Cortes; reconoció derechos individuales 
limitados y sujetos a desarrollo legislativo; mantuvo la 
confesionalidad católica y la tolerancia como reflejo 
del espíritu liberal, de la tradición española y de la 
realidad de su tiempo; no adoptó inmediatamente el 
sufragio universal masculino, sino que dejó la puerta 
abierta a su aprobación por ley, como así sucedió en 
1890; reforzó el poder real en términos ejecutivos 
y legislativos; organizó unas Cortes bicamerales 
con un Senado mixto; no constituyó un poder 
judicial plenamente independiente; y estableció un 
centralismo político-administrativo aplicable también 
a los territorios de ultramar.

En su conjunto, la formulación canovista no aspiraba 
a disolver tensiones de manera definitiva mediante 
soluciones doctrinales innovadoras, sino a crear un 
mecanismo político que permitiera la convivencia 
institucional. La monarquía debía ser de todos; la 
élite debía ser leal, legal, responsable y organizada; 
el sistema de partidos debía disciplinarse para servir 
a la estabilidad; el pueblo debía ser incorporado 
mediante pedagogía política y costumbres cívicas; 
y las demagogias antisistema debían ser contenidas 
mediante una combinación de derrota y transacción. 
La Constitución de 1876 fue, así, la puesta en obra de 
ese programa práctico.

Cronología

1828. Nace en Málaga, 8 de febrero.

1854. Participa en la Vicalvarada y redacta el 
Manifiesto de Manzanares. Diputado en las 
Cortes Constituyentes (1854‑1856) por Málaga. 
Publica Historia de la decadencia de España, 
desde el advenimiento al trono de Felipe II hasta 
la muerte de Carlos II y La Campana de Huesca.

1860. Publica Apuntes para la historia de 
Marruecos.

1864‑1865. Ministro de la Gobernación (1864) y 
después de Ultramar (1865).

1868‑1874. Diputado a Cortes constituyentes. 
Jefe del grupo parlamentario liberal-conservador. 
Jefe del alfonsismo en el verano de 1873. 
Manifiesto de Sandhurst, 1 de diciembre de 1874. 
Formación del Ministerio-Regencia. 

1875‑1876. Formación del Partido Conservador. 
Dirige el proceso de elaboración de la 
Constitución de 1876: Comisión de Bases, 
subcomisión y debates parlamentarios entre 
marzo y junio de 1876.

1876‑1881. Primer gran ciclo como jefe de 
gobierno de la Restauración, en el que consolida 
la conveniencia del turno bipartidista para la 
estabilidad institucional.

1876. Supresión del régimen foral de Álava, 
Guipúzcoa y Vizcaya para integrarlas en la 
legalidad constitucional, aunque se mantuvo 
la parte económica a través de los Conciertos 
Económicos.

1883. Publica El “Solitario” y su tiempo: biografía 
de D. Serafín Estébanez Calderón y crítica de sus 
obras.

1884‑1890. Publica los tres tomos de Problemas 
contemporáneos (1884‑1890).
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1885. Papel decisivo en el llamado “Pacto de El 
Pardo” tras la muerte de Alfonso XII, que sella el 
acuerdo con los liberales de Sagasta para asegurar 
la continuidad del régimen y del turno.

1890‑1892. Regresa a la presidencia del Consejo 
en un contexto de ampliación de la participación 
política (sufragio universal masculino por 
ley de 1890, asumido dentro del marco de la 
Constitución de 1876).

1895‑1897. Último gobierno, en plena crisis de 
Cuba.

8 agosto 1897. Asesinato de Cánovas en el 
balneario de Santa Águeda (Guipúzcoa) a manos 
del anarquista Michele Angiolillo.
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